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presentado por el Procurador señor Sánchez Malingre, contra 
resoluciones del Ministerio de Defensa de 22 de marzo y 21 de 
junio de 1979, debemos declarar y declaramos no ser las mismas 
en parte ajustadas a derecho, y, en consecuencia, las anulamos, 
asimismo, parcialmente, reconociendo en cambio a dicho recu­
rrente el derecho que tiene a percibir el complemento de destino 
por responsabilidad en la función, desde la fecha de su efecti­
vidad económica en el empleo de Sargento hasta la entrada en 
vigor de las Ley 5/1976, de 11 de marzo, condenando a la Admi­
nistración al pago de las cantidades que resulten; sin expresa 
imposición de costas.

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio de 
la misma con el expediente administrativo al Ministerio de 
Defensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifica­
ción al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956 y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 19 de mayo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.

Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria..

18345 ORDEN 111/01681/1983, de 23 de mayo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 8 de 
febrero de 1983, en el recurso contencioso-adminis- 
trativo interpuesto por don Juan Alonso Serrano.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-admiriistrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia Na­
cional, entre partes, de una, como demandante, don Juan Alonso 
Serrano, quien postula por sí mismo, y de otra, como demanda­
da, la Administración Pública, representada y defendida por el 
Abogado del Estado, contra resolución del Ministerio de Defensa 
de 9 de enero de 1981, se ha dictado sentencia con fecha 8 de 
febrero de 1983, cuya parte dispositiva es como sigue;

«Fallamos: Desestimamos el recurso contencioso-admiñistra- 
tivo interpuesto por don Juan Alonso Serrano, contra resolu­
ción del Ministerio de Defensa de 9 de enero de 1981, dictada 
en el expediente administrativo a que se refieren estas actua­
ciones resolución que declaramos conforme a derecho, y no 
hacemos expresa imposición de costas

Así por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido para su ejecución, junto con el expediente, a la oficina 
de origen, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 23 de mayo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.

Excmos. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­
cito (JEME).

18346 ORDEN 111/01682/1983, de 23 de mayo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 22 
de febrero de 1983, en el recurso contencioso-admi- 
nistrativo interpuesto por don Augusto Lecha Vila- 
suso.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia Na­
cional, entre partes, de una, como demandante, don Augusto 
Lecha Viiasuso, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Minis­
terio de Defensa de 13 de noviembre de 1979 y 20 de enero de 
1981, se ha dictado sentencia con fecha 22 de febrero de 1983, 
cuya parte dispositiva es como sigue:

“Fallamos: Que estimamos el recurso contencioso-administra- 
Livo interpuesto por el Procurador' señor Alvarez del Valle Gar­
cía, en nombre y representación de don Augusto Lecha Vila- 
suso, contra resoluciones del Ministerio de Defensa de 13 de 
noviembre de 1979 y 20 de enero de 1981, dejándolas sin efecto

como no ajustadas a derecho, reconociendo al recurrente que 
el empleo que hubiera podido alcanzar en el Ejército por an­
tigüedad, de haber continuado en el servicio activó, es el de 
Capitán, condenando a la Administración a reconocérselo así, 
con las consecuencias legales inherentes a tal declaración, a 
efectos de fijación de la edad de retiro y cómputo de servicios 
prestados, para la posterior determinación y señalamiento de 
haber pasivo, sin expresa imposición de costas.

Firnie que sea la presente sentencia, remítase testimonio de 
la misma con el expediente administrativo al Ministerio de De­
fensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certi­
ficación al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V, E. muchos años.
Madrid, 23 de mayo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social. Federico Michavila 
Pallarás.
Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­

cito (JEME).

MINISTERIO
DE ECONOMIA Y HACIENDA

18347 REAL DECRETO 1818/1983, de 9 de febrero, por el 
que se acuerda la enajenación directa de una fin­
ca sita en el término municipal de Adamuz (Cór­
doba) en favor de su ocupante.

Don Antonio Rodríguez Jiménez ha interesado la adquisi­
ción de una finca urbana sita en el término municipal de 
Adamuz (Córdoba), calle Córdoba, número 31, propiedad del 
Estado, de la que el solicitante es ocupante de buena fe. Dicha 
finca ha sido tasada en la cantidad de 121.650 pesetas por los 
Servicios Técnicos del Ministerio de Hacienda.

La circunstancia expuesta justifica hacer uso de la auto­
rización concedida por el artículo 63 de la Ley del Patrimonio 
del Estado de 15 de abril de 1964.

En su virtud, a propuesta del Ministerio de Economía y 
Hacienda y previa deliberación del Consejo de Ministros en 
su reunión del día 9 de febrero de 1983,

DISPONGO:

Artículo 1° De conformidad con lo dispuesto en el ar­
tículo 63 de la Ley del Patrimonio del Estado de 15 de abril 
de 1964, se acuerda la enajenación directa a favor de don An­
tonio Rodríguez Jiménez, con domicilio en Adamuz (Córdoba), 
calle Córdoba, número .31, de la finca propiedad del Estado, 
que a continuación se describe: finca urbana sita en el término 
municipal de Adamuz (Córdoba), calle Córdoba, número 31, 
con una superficie de 88 metros cuadrados, y los linderos si­
guientes: D, finca número 33, calle Córdoba; I, finca núme­
ro 29, misma calle, y F, campo.

Inscrita en el Registro de la Propiedad de Montoro al tomo 
814, libro 168, folio 216, finca número 7.998, inscripción l.“

Art. 2° El precio total de dicha enajenación es el de 
121.650 pesetas, las cuales deberán ser ingresadas en el 
Tesoro por el adquirente en el plazo de quince dias a partir 
de la notificación de la adjudicación por la Delegación de 
Hacienda de Córdoba, siendo, también, de cuenta del intere­
sado todos los gastos originados en la tramitación del expe­
diente y los que se causen en cumplimiento del presente Real 
Decreto.

Aft. 3." Por el Ministerio de Economía y Hacienda, a 
través de la Dirección General del Patrimonio del Estado, 
se llevarán a cabo los trámites conducentes a la efectividad 
de cuanto. se dispone en el presente Real Decreto.

Dado en Madrid a 9 de febrero de 1983.
JUAN CARLOS R.

El Ministro de Economía y Hacienda,
MIGUEL BOYER SALVADOR

18348 REAL DECRETO 1819/1983, de 16 de febrero, por el 
que se cede gratuitamente al Ayuntamiento de San 
Roque (Cádiz) un solar con destino a plaza pública.

El Ayuntamiento de San Roque ha solicitado cesión gratuita 
del solar que hoy ocupa la plaza de Záfiro en la barriada de 
Guadiaro.


